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“Dos cosas contribuyen a avanzar: ir más deprisa o ir por el buen camino”.

Juzgado de Violencia sobre la Mujer es un órgano judicial que

intenta dar soluciones penales y civiles a la problemática de las

mujeres que sufren violencia física o psíquica punible

parejas o exparejas.

estos órganos judiciales, y sobre ciertos

y novedades legislativas que afectan a

jurisdiccional que efectúan, trata este artículo.
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I.- QUE SON REALMENTE LOS JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer –JVM en adelante-, son una

nueva clase de órganos judiciales unipersonales del orden penal, que

se crearon por la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial

efectuada por la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de

Protección Integral contra la Violencia de Género (BOE 29 de

diciembre de 2.004, con corrección de errores en el BOE de 12 de

abril de 2.005), que entró en vigor el 29 de diciembre de 2.004 (salvo

lo referente a la tutela judicial y penal, regulado en sus Títulos IV y V

que lo hace el 29 de junio de 2.005, a excepción de las medidas

cautelares reguladas en el capítulo IV del Título V que también lo

hicieron el 29 de diciembre- DT 4ª-).

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer nacieron para tutelar

jurisdiccionalmente a la mujer frente a la violencia o intimidación

dirigida contra ella por un varón con el que mantuvo o mantiene una

relación personal de afectividad, aún sin convivencia.

No son instrumento de tutela jurisdiccional de la violencia en las

relaciones personales afectivas en general, pues en el concepto de la

LO 1/2004, de 28 de diciembre, la violencia de género es

heterosexual. Ni tampoco para proteger a las víctimas de violencia

doméstica o asistencial, a la que también se refiere el tipo de maltrato

habitual del artículo 173.2 del Código Penal –CP en adelante-.

El concepto de violencia de género de la LO 1/2004 es equivoco pues

la violencia de género que tutelan los JVM es una parte de la violencia

por motivos por motivos de género a que se refiere el Considerando

17 y 18 de la Directiva 2012/29/UE sobre derechos de las víctimas de
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delitos, que está en proceso de transposición con el Proyecto

de Ley de la Víctima del Delito.

Para la Directiva 2012/29/UE la violencia de género es la dirigida

contra una persona a causa de su sexo, identidad o expresión de

género, o que afecte a personas de un sexo en particular de modo

desproporcionado.

Pero la violencia de género que tutelan los JVM en España no incluye

por ejemplo la instrucción de los delitos de promoción a la prostitución

y/o trata de seres humanos en su modalidad de explotación sexual,

tipificados en los artículos 188 y 177 bis del Código Penal, ni el acoso

laboral del artículo 173.1 del CP, ni la mutilación genital femenina o

ablación de la hija tipificado en el artículo 149.2 del CP. Es decir, la

violencia que tutela jurisdiccionalmente el JVM es la que se da en la

pareja o por la expareja. No la de género por la condición femenina

del sujeto pasivo.

El concepto jurisdiccional de violencia de género que tutelan los JVM

deriva del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial –

LOPJ-, introducido por el artículo 44 de la LO 1/2004.

El Auto del Tribunal Supremo 7790/2013, de 31 de julio señala que

el ánimo machista de la violencia o intimidación ejercida por un

hombre contra su pareja o expareja no debe presumirse iuris et de

iure, sino iuris tantum.

Ese es el criterio que entiendo más correcto respecto de la

problemática interpretativa de si debe o no exigirse en la protección

penal que otorgan los JVM, y por tanto en los procedimientos civiles

de familia derivados de la misma, que la violencia o intimidación se

efectúe con ánimo de dominar a la pareja o expareja, es decir, si debe

exigirse un elemento intencional machista derivado de la redacción del

artículo 1.1 de la LO 1/2004, pues este precepto señala que la Ley
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de protección integral tiene por objeto actuar contra la

violencia que, como manifestación de la discriminación, la

situación de desigualdad y

las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce

sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o

de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones

similares de afectividad, aun sin convivencia.

Es decir, probada la relación, la naturaleza de la amenaza, la coacción

o la agresión a la mujer, por sí misma, lleva implícita ese ánimo de

someter o dominar a la pareja o expareja, pero cabe dar la posibilidad

de demostrar su inexistencia y que se haya actuado por motivos

totalmente ajenos, como puede ser por un ánimo de lucro puro, o por

una alteración en la defensa de la guarda de un hijo.

Sólo si consta o hay evidencias de que el episodio, concreto o

reiterado, de violencia es totalmente ajeno a esa concepción machista,

y que la agresión o lesión obedece a unas coordenadas radicalmente

diferentes, no habría base para la diferenciación penológica, y habrá

que castigar la conducta a través de los tipos subsidiarios en que la

condición de la mujer del sujeto pasivo no representa un título de

agravación.

También la violencia doméstica que se produce simultáneamente con

la de género sobre los descendientes, propios o de la esposa o

conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan, o

que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o

guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando simultáneamente

se haya producido un acto de violencia de género, se atribuye también

en el artículo 87 ter.1 a) de la LOPJ, a la competencia objetiva de los

juzgados de Violencia sobre la Mujer.

Por tanto, de la violencia doméstica conocen los Juzgados de

Instrucción ordinarios o los Juzgados de Primera Instancia e



JVM INSTRUMENTOS DE PROTECCION

instrucción, y será enjuiciada por los órganos de

enjuiciamiento penales ordinarios, salvo la cometida sobre los

descendientes, o sobre los

autor, que se produzca de manera simultánea a la de género.

A) Competencias penales: artículo 87ter.1 a) de la LOPJ

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer,

órganos judiciales unipersonales encargados de la instrucción de los

procesos para exigir responsabilidad penal a los autores de acciones

cometidas con violencia o intimidación contra quien s

sido su esposa, o mujer que esté, o haya estado ligada al autor

por análoga relación de afectividad, aún sin convivencia

respecto de las cuales el Código Penal español prevea que deben ser

castigadas con una pena, sin perjuicio de las competenc

al Juzgado de Guardia

1
Los Magistrados de la Audiencia Provincial de Madrid, constituidos en Junta el 29

de Mayo de 2008 para llegar a unificación de criterios, en su acuerdo 14º, referente
a la interpretación de la frase contenida en el artículo 173.2 del Código Penal
"persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad,
aún sin convivencia" a efectos de distribución de la competencia entre los Juzgados
de Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de Instrucción, por unanimidad llegaron
al acuerdo siguiente: “A los solos efectos de determinación de la competencia de los
Juzgados de Violencia sobre la Mujer, éstos son competentes cuando exista una
relación de afectividad entre hombre y mujer, con independencia de su duración,
aún sin proyecto de futu
respeto hacia la otra parte.”

2
El artículo 44 Competencia LO 1/2004

Se adiciona un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, con la siguiente redacció
«1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

• a) De la instrucción de los procesos
delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto,
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instrucción, y será enjuiciada por los órganos de

juiciamiento penales ordinarios, salvo la cometida sobre los

descendientes, o sobre los menores o incapaces convivientes con el

autor, que se produzca de manera simultánea a la de género.

II.- LOS JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER: COMPETENCIAS
PENALES Y CIVILES

A) Competencias penales: artículo 87ter.1 a) de la LOPJ

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, -en adelante JVM

órganos judiciales unipersonales encargados de la instrucción de los

procesos para exigir responsabilidad penal a los autores de acciones

cometidas con violencia o intimidación contra quien sea o haya

sido su esposa, o mujer que esté, o haya estado ligada al autor

por análoga relación de afectividad, aún sin convivencia

respecto de las cuales el Código Penal español prevea que deben ser

castigadas con una pena, sin perjuicio de las competencias atribuidas

al Juzgado de Guardia2.

Los Magistrados de la Audiencia Provincial de Madrid, constituidos en Junta el 29
de Mayo de 2008 para llegar a unificación de criterios, en su acuerdo 14º, referente
a la interpretación de la frase contenida en el artículo 173.2 del Código Penal

que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad,
aún sin convivencia" a efectos de distribución de la competencia entre los Juzgados
de Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de Instrucción, por unanimidad llegaron

“A los solos efectos de determinación de la competencia de los
Juzgados de Violencia sobre la Mujer, éstos son competentes cuando exista una
relación de afectividad entre hombre y mujer, con independencia de su duración,
aún sin proyecto de futuro en común, a los que la ley atribuye la necesidad de
respeto hacia la otra parte.”

Competencia LO 1/2004 señala que:

Se adiciona un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, con la siguiente redacción:

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal
delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto,
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instrucción, y será enjuiciada por los órganos de

juiciamiento penales ordinarios, salvo la cometida sobre los

menores o incapaces convivientes con el

autor, que se produzca de manera simultánea a la de género.

OS JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER: COMPETENCIAS

en adelante JVM-, son

órganos judiciales unipersonales encargados de la instrucción de los

procesos para exigir responsabilidad penal a los autores de acciones

ea o haya

sido su esposa, o mujer que esté, o haya estado ligada al autor

por análoga relación de afectividad, aún sin convivencia1,

respecto de las cuales el Código Penal español prevea que deben ser

ias atribuidas

Los Magistrados de la Audiencia Provincial de Madrid, constituidos en Junta el 29
de Mayo de 2008 para llegar a unificación de criterios, en su acuerdo 14º, referente
a la interpretación de la frase contenida en el artículo 173.2 del Código Penal

que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad,
aún sin convivencia" a efectos de distribución de la competencia entre los Juzgados
de Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de Instrucción, por unanimidad llegaron

“A los solos efectos de determinación de la competencia de los
Juzgados de Violencia sobre la Mujer, éstos son competentes cuando exista una
relación de afectividad entre hombre y mujer, con independencia de su duración,

ro en común, a los que la ley atribuye la necesidad de

Se adiciona un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de

para exigir responsabilidad penal por los
delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto,
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Por violencia se ha entendido también el empleo de fuerza física

o agresión, mientras que la intimidación es de naturaleza psíquica

coactiva o amenazante.

lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral,
contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con
violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o
haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los
cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o
sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o
conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de
género.

• b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier
delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las
personas señaladas como tales en la letra anterior.

• c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin
perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.

• d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del
Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales
en la letra a) de este apartado.
2. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en
todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de
Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

• a) Los de filiación, maternidad y paternidad.
• b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.
• c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales.
• d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de

trascendencia familiar.
• e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores

o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos
e hijas menores.

• f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.
• g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en

materia de protección de menores.
3. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y
excluyente competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los
siguientes requisitos:

• a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias
indicadas en el número 2 del presente artículo.

• b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de
género, en los términos a que hace referencia el apartado 1 a) del presente artículo.

• c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o
cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

• d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones
penales por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se
haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género.
4. Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma
notoria, no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la
pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente.
5. En todos estos casos está vedada la mediación.»
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También enjuiciarán las faltas cometidas contra las personas

o contra el patrimonio de la mujer víctima de violencia de género,

o contra los menores o incapaces convivientes con el agresor, o

sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho

de la esposa o conviviente, cuando simultáneamente se haya

producido un acto de violencia de género.

Por tanto, los JVM no son competentes de delitos y faltas

imprudentes, ni de las agresiones contra los descendientes, menores

o incapaces si no son simultáneas a actos de violencia de género

contra la esposa o pareja de hecho.

Tampoco es competente para conocer del delito de impago de

pensiones de alimentos de las que pudieran ser titulares dichos

menores descendientes. Conforme al Acuerdo de unificación de

criterios de la Audiencia Provincial de Madrid de 16 de diciembre

de 2005, la competencia es de los juzgados especializados siempre y

cuando existan actos de violencia contra la mujer, y no en aquellos

casos en el que el incumplimiento en el pago de la pensión no tenga

relación alguna con actos de violencia de género.

También conviene recordar que para que las agresiones contra los

descendientes, menores o incapaces convivientes con el sujeto activo

puedan ser consideradas delito de violencia doméstica tipificado en

los artículos 173.2, 153.2 o 171.5 del CP, deben los sujetos pasivos

convivir con el autor; si no conviven, sólo podrían ser constitutivas de

falta del artículo 617 o de amenaza del artículo 620.1º del CP, y no de

delito, siguiendo el criterio de la Sentencia del Tribunal Supremo nº

201/2007, de 16 de marzo (ROJ: STS 1618/2007), que señala:

respecto de los "descendientes, ascendientes o hermanos" se

requiere convivencia para que resulte de aplicación los artículos 173.2

y 153.2 del Código Penal.
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La competencia territorial de los JVM la marca el artículo

15 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal -LECR en

adelante-, introducido por el artículo 59 de la LO 1/2004. Depende no

del lugar de la comisión, sino de que la víctima de violencia de género

tenga su domicilio en el Partido Judicial. Es una excepción al criterio

general del lugar de comisión del hecho, establecido en el artículo

14.2 de la LECR.

Se atenderá a tal efecto al domicilio real (no al administrativo) de la

víctima en el momento de la comisión de los hechos, sea cual fuere

éste último (pueden haber sucedido los hechos en el lugar de

vacaciones de la pareja).

Y además resultaran intrascendentes desde el punto de vista procesal

los cambios posteriores de domicilio de la víctima, puesto que ello

sería incompatible con la necesaria seguridad jurídica, y al derecho al

juez predeterminado por la ley, y motivo de dilaciones constantes.

En tal sentido el Acuerdo de Pleno no jurisdiccional del Tribunal

Supremo, Sala Segunda, en reunión celebrada el día 31 de enero

de 2006, acordó que por domicilio de la víctima habrá que entender el

que tenía cuando se produjeron los hechos punibles, en cuanto

responde mejor al principio de juez predeterminado por la Ley, no

dependiendo de posibles cambios de domicilio.

Este criterio coincide con el expuesto por el Ministerio Fiscal en la

Circular 4/2005 de la Fiscalía General del Estado.

En el supuesto de tener su domicilio en el extranjero podrá ser tenido

como fuero territorial el del domicilio accidental en el que se encuentra

en España (como puede ser frecuente en caso de vacaciones

estivales).
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Si es un delito cometido en el extranjero por un español,

contra una víctima que tiene su domicilio en el extranjero en el

momento de la comisión, puede ser competente el Juzgado Central

de Instrucción, en virtud de lo dispuesto en el artículo 23.2 y 65 de la

LOPJ (ATS, Penal, sección 1, del 13 de marzo de 2014 -ROJ: ATS

2246/2014- ).

El Tribunal Supremo entiende que las amenazas proferidas por

internet o telefonía, desde el extranjero, a un extranjero en España, se

agotan donde las recibe, y si es en España, tendría jurisdicción y

competencia para conocer de las mismas el JVM del domicilio de la

víctima en España. (TS, Sala Segunda, de lo Penal, A de 21 Ene.

2011), estableciéndose la competencia territorial por el art.15bis

LECR.

Si fuera al revés, delito cometido desde España a víctima en el

extranjero, podría ser competente también el JVM de los insultos y

amenazas proferidos por teléfono, hallándose el reo en España y la

víctima en el extranjero, y es que para los delitos a distancia, como

son los cometidos con el uso de la informática y telefonía, la doctrina

de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, a raíz del Acuerdo de pleno

no jurisdiccional celebrado el día 3 de febrero de 2005, pone el acento

en el principio de ubicuidad, concluyendo que el delito se comete en

todas las jurisdicciones en las que se haya realizado algún elemento

del tipo, postulado que el Alto Tribunal concilia con los de facilitación

de la investigación criminal y su prioridad temporal ( Auto TS 18 de

Abril de 2013, Ponente Excmo. Sr. D. Juan Ramón Berdugo Gómez

de la Torre).

Pero este principio de la ubicuidad no rige en materia de violencia de

género respecto de víctimas con domicilio en España, porque será su

domicilio el que marque la competencia territorial.
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También la competencia de los Juzgados de Violencia sobre

la Mujer se extenderá a la instrucción y conocimiento de los

delitos y faltas conexos a otros delitos o faltas de violencia de

género, cuando la conexión tenga su origen en alguno de los

supuestos previstos en los números 3º y 4º del artículo 17 de la

misma Ley procesal, es decir, para perpetrar un delito o falta de

violencia de género o facilitar su ejecución o impunidad (artículo 17 bis

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, introducido por el artículo 60 de

la L.O. 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral

contra la Violencia de Género).

Pero a diferencia de otro tipo de delitos ordinarios cometidos por una

persona, no se extiende a los supuestos previstos en el apartado 5

del artículo 17 de la LECR, que permite atraer la competencia del

juzgado de instrucción sobre los diversos delitos que se imputen a una

persona al incoarse contra la misma causa por cualquiera de ellos, si

tuviesen analogía o relación entre sí, a juicio del Tribunal, y no

hubiesen sido hasta la fecha sentenciados.

Quedan por tanto fuera de su competencia objetiva, la instrucción de

los delitos cometidos por el mismo agresor frente a terceros que salen

en auxilio de la víctima, siempre que estos delitos puedan instruirse y

enjuiciarse por separado sin que se rompa la continencia de la causa.

Tampoco son competencia de los JVM los hechos que aun estando

relacionados con la víctima de violencia de género, no son

competencia de los JVM, como por ejemplo actualmente los

quebrantamientos de medidas cautelares de prohibición de

aproximación o de comunicación que no son conexos a un delito de

violencia de género.

Por ejemplo, en la cuestión de competencia negativa seguida entre un

Juzgado de Valladolid de Violencia de Género y otro de Instrucción

ordinario de Ibiza, en el Auto ATS, Penal, Sección 1, del 22 de mayo
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de 2014 (ROJ: ATS 4816/2014): “quebrantada la prohibición

de comunicación por el imputado desde Ibiza mediante llamadas

telefónicas a la víctima con domicilio desde hacía veinte días en

Valladolid, imputado detenido en Ibiza y puesto a disposición del

Juzgado correspondiente, el nº 2 que incoó Diligencias Previas por el

presunto delito de quebrantamiento; por auto de 6/7/13 y tomó

declaración al imputado el mismo día, delito no competencia del

Juzgado de Violencia sobre la mujer , sino del lugar donde sucedieron

los hechos Ibiza, por el artículo 14.2 LECR, independientemente de

que la denuncia fuera interpuesta por la víctima en Valladolid”.

Además si el Juez apreciara que los actos puestos en su

conocimiento, de forma notoria, no constituyen expresión de violencia

de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano

judicial competente (artículo 87 ter .4 de la LOPJ).

Los JVM además de instruir los delitos de violencia de género,

también enjuician las faltas que se cometen en violencia de género,

siendo éstas esencialmente vejaciones o injurias de carácter leve del

hombre frente a su pareja o expareja; y dictan sentencias de

conformidad en delitos de violencia de género menos graves,

normalmente en procedimientos de enjuiciamiento rápido, o en

diligencias previas cuando se reconocen los hechos antes de agotar la

instrucción, y cuando la pena prevista para los mismos en abstracto,

no es superior a tres años de prisión o de otra naturaleza que no

exceda de diez años, y la suma de las penas solicitadas no supere,

reducida en un tercio, los dos años de prisión (artículo 801 de la Ley

de Enjuiciamiento Criminal-LECR-).

En estos casos de conformidad con la acusación más grave, el papel

del JVM es garantizar que el consentimiento no esté viciado, así como

una correcta calificación jurídica.
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Salvo la ejecución de sentencias penales por faltas, que

normalmente serán sentencias por vejaciones o injurias leves, el

JVM no es competente para ejecutar las condenas de las sentencias

que pueda dictar.

Ejecutará las sentencias dictadas en conformidad el Juzgado de lo

Penal que por reparto corresponda, o el Juzgado de lo Penal de

ejecutorias en los Partidos judiciales donde exista este juzgado

especializado, como en Madrid el Juzgado de lo Penal nº 32, sin

perjuicio, de los requerimientos que realice el JVM al condenado

derivados de la condena, antes de remitir la causa a dicho juzgado

penal para la ejecución. O bien, sea el propio JVM el que lo ponga en

libertad o determine su ingreso en prisión, en su caso (artículo 801.4

de la LECR).

B) Competencias civiles: artículo 87 ter.2 y 3 de la LOPJ

También los JVM tienen competencias civiles accesorias a las penales

anteriormente vistas.

Así tiene competencias civiles fundamentalmente en procedimientos

matrimoniales, y sobre responsabilidad parental y alimentos con

respecto a los hijos comunes con la pareja o expareja, respecto de la

que ha conocido el JVM simultáneamente de un procedimiento penal

de violencia de género, de forma que lo que el legislador pretendió es

que se conocieran por el mismo órgano judicial.

Los artículos 44 y 57 de la LO 1/2004 establecen tres requisitos que

determinan las competencias civiles de los JVM, y son los siguientes:

1. Material: de trate de un procedimiento del punto 2 del artículo

87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante LOPJ-

(87 ter.3a LOPJ):

a) Los de filiación, maternidad y paternidad.
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b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.

De este modo, las medidas civiles acordadas en la orden de

protección en relación con parejas matrimoniales serán objeto de

ratificación en el propio Juzgado de Violencia sobre la Mujer-JVM-.

Con relación a los procedimientos de separación y divorcio la Ley no

distingue entre los de carácter contencioso y los de mutuo acuerdo,

por lo que ambos han de entenderse incluidos.

c) Los que versen sobre relaciones paternofiliales. En principio, en

dicho epígrafe tendrán acogida aquellas pretensiones relacionadas

con los derechos/deberes regulados en el Título VII del Libro I del

Código Civil, bajo ese mismo enunciado, comprensivo de la titularidad

y ejercicio de la patria potestad, la representación legal de los hijos,

los bienes de los hijos y su administración, la extinción de la patria

potestad, la adopción y otras formas de protección de menores.

d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas

de trascendencia familiar. Refiriéndose a los procedimientos de

modificación de medidas. Téngase en cuenta que el procedimiento

de modificación de medidas se considera un procedimiento autónomo

del procedimiento civil en el que se dictaron las medidas definitivas

que se pretenden modificar. Se ha llegado a encajar aquí la

competencia en materia de liquidación de la sociedad económica

conyugal derivada del artículo 807 de la Ley de Enjuiciamiento Civil -

LECV en adelante-, sobre la que también en ciertos Partidos

Judiciales, como en Gijón, se discute quien es competente.

e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos

e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor

contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.

Este apartado ampara los procesos sobre medidas relativas a los hijos

menores de parejas no matrimoniales, incluidos los referidos al

régimen de visitas, estancia y comunicación del menor con el

progenitor no custodio, así como la atribución del uso del domicilio

familiar si procede, al estar englobadas las necesidades de habitación

en el concepto de alimentos, según el artículo 142 del Código Civil.
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f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la

adopción.

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones

administrativas en materia de protección de menores.

2. Subjetivo: que alguna de las partes del proceso civil sea

simultáneamente víctima e imputado en el proceso penal sobre

violencia de género (apartados b y c del punto 3 del artículo 87 ter de

la LOPJ).

3. Procesal-temporal: que se hayan iniciado actuaciones penales por

delito o falta de violencia de género (apartado d), y no se haya iniciado

la fase de juicio oral en el proceso civil (artículo 49 bis.1 LECV).

Conforme al acuerdo para la unificación de criterios y coordinación de

prácticas procesales, del día 16 de diciembre de 2008, "el conflicto

planteado en relación con la pérdida de competencia del Juez Civil a

favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer, en aplicación del

artículo 49 bis LEC, en relación con el artículo 87 ter LOPJ, tras la

reforma operada por la Ley Orgánica de Medidas de Protección

integral contra la violencia de Género, se resuelve interpretando que la

limitación temporal para la inhibición del Juez civil, cuando se haya

iniciado la fase del juicio oral, debe entenderse referida al juicio civil,

esto es, a la vista del artículo 443 LECV".

Siguiendo el criterio del Tribunal Supremo reflejado en autos que

resuelven cuestiones de competencia, debe entenderse iniciada la

fase del juicio oral cuando el procedimiento haya llegado a la

celebración de la vista prevista en el artículo 443 de la Ley de

Enjuiciamiento Civil, tras la cual el Juez debe dictar sentencia, salvo

que quede pendiente prueba que no haya podido practicarse en el

acto del juicio oral (ATS 18/10/07 RN 149/07, ATS 19/01/07, y los más

recientes de la Sección 1, ATS 5341/2013, de cuatro de Junio de dos

mil trece), y ATS, Civil, Sección 1, del 08 de octubre de 2013 ( ROJ:

ATS 9929/2013).
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Por lo tanto, dicha fase de juicio oral en el procedimiento civil

verbal o de medidas provisionales se entiende iniciada con el inicio

de la vista en el procedimiento principal o de la comparecencia de

medidas provisionales en su caso (Auto del Tribunal Supremo, Civil

sección 1, de 23 de Marzo del 2010 -ROJ: ATS 3464/2010).

La interpretación de este requisito procesal-temporal ha dado lugar a

múltiples cuestiones negativas de competencia objetiva entre los

Juzgados de Primera Instancia con competencia civiles de familia y

los Juzgados con competencia en violencia de género, cuestiones que

desde el Auto de fecha 15/12/2008, de la Sala de lo Civil del Tribunal

Supremo (Roj: ATS 14350/2008) es uniforme el criterio que se deben

resolver conforme dispone el último inciso del artículo 46 de la Ley de

Enjuiciamiento Civil y, por tanto, se resolverá por el Tribunal inmediato

superior común, como ordena tanto el artículo 60.3 LECV, como el

artículo 51.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Es necesario que se aclare legislativamente, pues sigue habiendo

disparidades de criterio. Por ejemplo, la Circular 6/2011 de la Fiscalía

General del Estado, sobre criterios para la unidad de actuación

especializada del Ministerio Fiscal en relación a la violencia sobre la

mujer, publicada en Noviembre de 2011 en www.fiscal.es, concluye

que en el procedimiento principal contencioso el inicio de la fase

del juicio oral se produce con la providencia de señalamiento de la

vista, pese a que reconoce el anterior criterio del Tribunal Supremo, y

supone una corrección del criterio de la Fiscalía General del Estado

establecido en su anterior Circular 4/2005, en la que señalaba que

deberá entenderse iniciada la fase del juicio oral, cuando el

procedimiento haya llegado a la celebración de la vista prevista en el

artículo 443 LEC, que es lo que señala el Tribunal Supremo, pero en

doctrina que no puede calificarse como jurisprudencia.
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El criterio de la Circular 6/2011 de la FGE ha sido seguido por

resoluciones de diversas Audiencias Provinciales, como el Auto

de 11 de octubre de 2012, dictado en conflicto negativo de

competencia 584/2012, de la Sección 24 de la Audiencia

Provincial de Madrid, estableciendo que la fase de juicio oral se

inicia desde el momento que el órgano judicial declara abierto el acto

del juicio a que se refiere al art. 433 de la L.E.C., y más en concreto

desde que se señala la vista, por lo que dicho señalamiento determina

la perpetuación de la jurisdicción en el Juzgado de Familia que viene

conociendo del procedimiento de divorcio, aunque tenga conocimiento

posteriormente, o se inicie con posterioridad, un procedimiento penal

entre las mismas partes sobre violencia de género.

En caso de sobreseimiento o sentencia absolutoria en la causa

penal, existe también disparidad de criterio en las Audiencias

Provinciales, aunque el más extendido en las Secciones civiles de la

Audiencia Provincial, que en este caso son las que resuelven las

cuestiones de competencia negativa entre el JVM y los Juzgados

civiles, es que si la demanda civil se presentó antes de acordar el

sobreseimiento o sentencia absolutoria el JVM, pero después del auto

de incoación, se produce la perpetua jurisdicción (artículo 411 de la

LECV), y debe seguir conociendo de la misma el JVM si ya conocía de

ella; pero si se presenta después de la firmeza de dicha sentencia

absolutoria o sobreseimiento, el JVM ya no es competente puesto que

no concurren los requisitos anteriores de forma simultánea.

Pero no siempre se exige la firmeza en el auto de sobreseimiento o en

la sentencia absolutoria. Por ejemplo no se exigió en el auto dictado

por la Sección 24 de la Audiencia Provincial de Madrid, de 24 de

octubre de 2013, siendo Ponente del mismo el Magistrado D. José

Ángel Chamorro Valdés (cuestión de competencia 471/2013, entre el

Juzgado de Primera Instancia 75 de Madrid y el JVM nº 2 de Madrid).
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Pero creo es mayoritario el criterio de las Audiencias

provinciales exigiéndolo. Por ejemplo en el auto de 12 de abril de

2012, también de de la Sección 24 de la Audiencia Provincial de

Madrid, en cuestión negativa de competencia 1067/2011, entre el

JVM nº 6 y el Juzgado de Primera Instancia nº 66, del que fue

Ponente Ilmo. Sra. Dª María José de la Vega Llanes.

Y este parece que es el criterio adoptado por los Magistrados de

Audiencias Provinciales con competencias exclusivas en violencia de

género en diciembre de 2005, cuando se señala que si en el momento

de resolver sobre la admisión de la demanda civil interpuesta dentro

de los 30 días –entendemos que deben ser hábiles, por tratarse de un

plazo procesal – ya tenemos conocimiento de la existencia de una

sentencia penal absolutoria firme contra el hombre, ya no concurren

todos los requisitos simultáneos previsto en el núm. 3 del art. 87 ter

LOPJ y en aplicación del número 4 del mismo artículo ya podemos

decidir que no concluye de “forma notoria” que se esté ante un

supuesto de VG y por ello debemos inadmitir la pretensión e inhibirnos

a favor del juzgado civil que sea competente.

El Tribunal Supremo en auto de 4 de junio de 2013, equipara a estos

efectos el sobreseimiento provisional y el sobreseimiento libre del

procedimiento penal, señalando que: “En consecuencia, y constatando

tal sobreseimiento de las actuaciones penales no procede la

aplicación de lo previsto en el art. 49 bis 1 de la LEC 2000, pues lo

contrario iría contra el espíritu y finalidad de este precepto, al

encontrarse ya archivado el proceso penal, antes incluso de la fecha

de presentación de la demanda de modificación de medidas ”.

Los fundamentos de no exigir la firmeza son poderosos3, pero parece

que el Tribunal Supremo se decanta también por la exigencia de la

3
Sin embargo, aunque el auto de sobreseimiento provisional o sentencia definitiva

no sea aún firme, podría entenderse que el Juzgado de Violencia sobre la Mujer ya
no debe asumir la competencia civil, toda vez que su recurso no suspende la
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firmeza en el auto de archivo o sobreseimiento firme en los

ATS 17-9-2013, cuestión 134/2013, ATS 10-12-2013, cuestión

197/2013,y ATS 2-11-2011, cuestión 153/2011.

En cualquier caso, conforme al artículo 49bis.2 vigente de la LECV,

si el Juez que esté conociendo del proceso civil, tuviese noticia de la

posible comisión de un acto de violencia de género, que no haya dado

efectividad del auto recurrido, y así lo establece la ley procesal en el artículo 766.1
de la LECR, como no puede ser de otra manera por lo dispuesto en la Constitución
Española, dada la presunción de inocencia del denunciado, y por lo tanto no
concurren simultáneamente los requisitos establecidos en el artículo 87 ter.3.b y c
de la LOPJ, que se exigen por la ley, y de manera repito simultánea, para que este
Juzgado de Violencia sobre la Mujer pueda asumir la competencia objetiva.

Así también se entendió en el seminario de formación de los JVM exclusivos
celebrados en Barcelona, los días 28 a 30 de junio de 2.006 (conclusión 5).

También en la Guía de Criterios de la Actuación Judicial frente a la Violencia de
Género, editada por el CGPJ en el año 2008, se acoge este criterio en su página
104, determinando también que en estos casos de sobreseimiento provisional o
sentencia absolutoria, sean o no firmes, sería de aplicación lo dispuesto en el
artículo 87 ter .4 de la LOPJ.

Existen muchas resoluciones en este sentido de no exigir la firmeza, de diversas
Audiencias Provinciales como la APr de Salamanca, Auto de 27 de junio de 2007,
rec. 240/2007; la APr de Tarragona, en su Auto de 30 de julio de 2005, sección 3ª,
rollo 166/04; Auto de la APr de Valencia, Sec. 10ª, de 11 de abril de 2006; Auto de la
APr de Gerona, Sección 1ª, de 20 de marzo de 2007).

En otro caso podría elegirse el juez, posibilitándose fraudes procesales, pues la
competencia territorial penal arrastra a la civil del proceso de familia, y en violencia
de género la competencia territorial la detenta el JVM del domicilio de la víctima en
el momento en que acontecieron los hechos denunciados (artículo 15 bis de la
LECR), y este puede ser distinto al último domicilio del matrimonio a que se refiere el
artículo 769 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Si se exige la firmeza, la simple interposición de una denuncia por un delito o falta
de violencia de género determinara y perpetuara la jurisdicción tanto penal como
civil del juzgado de violencia sobre la mujer con la interposición del recurso frente al
auto de sobreseimiento, y se caería en el absurdo y posible abuso de dejar al arbitrio
de la parte demandante la determinación de dicha competencia, que desde el punto
de vista penal es improrrogable y no está sujeta a sumisiones voluntarias.

Y además la no exigencia de la firmeza es acorde con la efectiva aplicación del
artículo 87 ter 4 LOPJ, en los casos en que el Juez de violencia sobre la mujer
apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, no
constituyen expresión de violencia de género.

Por eso también, respecto del artículo 114 de la LECR, el pleito civil puede continuar
aunque se haya dictado en el proceso penal auto de sobreseimiento y este fuera
recurrido, como así refiere la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de septiembre
de 1989; y en tal sentido también el Auto de la Sección 3ª de la A.P. de Tarragona
de 30 de julio de 2005 (Rollo 166/04).
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lugar a la iniciación de un proceso penal, ni a dictar una orden

de protección, tras verificar que concurren los requisitos

señalados, deberá citar a las partes a una comparecencia con el

Ministerio Fiscal, para que el Fiscal decida o no si procede denunciar

los hechos, o solicitar orden de protección en el plazo de 24 horas,

entregando copia de la denuncia en el Tribunal, que esperará

entonces ser requerido por el JVM de inhibición.

El Juez civil seguirá siendo competente para la ejecución de la

sentencia o auto que hubiera dictado, aunque en esta fase se

produzca un acto de violencia de género (artículo 545 de la LECV).

También por algunas Audiencias Provinciales se viene atribuyendo la

competencia al juzgado que dictó la sentencia, cuando la demanda

posterior no es propiamente de ejecución, pero plantea una cuestión

íntimamente relacionada con dicha sentencia, aunque se hubiera

también iniciado un proceso penal por violencia de género, o dictado

una orden de protección, como en el caso del Auto 29/2010, de 29 de

enero de 2010, relativo a una cuestión fundada al amparo del artículo

158 del Código Civil (Roj: AAP M 1275/2010).

Respecto del procedimiento de liquidación de la sociedad conyugal

el artículo 807 LECV atribuye la competencia al mismo Juzgado que

declaró la disolución de la sociedad económica, lo que se produce por

la firmeza de la sentencia que puso fin al procedimiento matrimonial.

Por ello, y aunque no vengan relacionados los procedimientos

liquidatorios en el art. 87 ter LOPJ, ha de concluirse que de los

mismos deberá conocer el JVM que haya dictado la sentencia de

separación, divorcio o nulidad, y así lo entiende como criterio

unificador la Audiencia Provincial de Madrid.
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III. CLASES DE JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER Y SERVICIO DE GUARDIA

Los JVM pueden ser de dos tipos:

1/. JVM exclusivos

propiamente son los órganos judiciales que tienen competencias

exclusivas en un determinado territorio para la instrucción de los

delitos de violencia de género, con competencias accesorias civiles a

la anterior competencia penal como ya hem

también dictar sentencias de conformidad en ciertos casos, y enjuiciar

las faltas de violencia de género, conforme a las competencias que les

atribuyó el artículo 87 ter de la LOPJ, introducido por el artículo 44 de

la LO 1/2004.

Se crearon como una nueva clase de Juzgados del orden penal, pero

no constituyen un orden jurisdiccional nuevo, sino una especialización

funcional y orgánica en el orden penal.

De hecho, no se ha reformado el

de los órganos de gobierno de los Tribunales, relativo a las Juntas

sectoriales, de forma que se posibiliten

estos órganos especializados, encontrándose normalmente en minoría

en la aprobación de acuerdos que diriman cuestiones de reparto

respecto de los demás órganos con competencia de instrucción, o

donde se aprueben las normas de reparto propias.

En España existen 106 Juzgados exclusivos de

Mujer (JVM) que se distribuyen entre determinados Partidos Judiciales

de las Comunidades Autónomas

trabajo en asuntos relacionados con la violencia de género
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. CLASES DE JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER Y SERVICIO DE GUARDIA

Los JVM pueden ser de dos tipos:

JVM exclusivos: los Juzgados de Violencia sobre la Mujer

propiamente son los órganos judiciales que tienen competencias

exclusivas en un determinado territorio para la instrucción de los

delitos de violencia de género, con competencias accesorias civiles a

la anterior competencia penal como ya hemos señalado, pudiendo

también dictar sentencias de conformidad en ciertos casos, y enjuiciar

las faltas de violencia de género, conforme a las competencias que les

atribuyó el artículo 87 ter de la LOPJ, introducido por el artículo 44 de

crearon como una nueva clase de Juzgados del orden penal, pero

no constituyen un orden jurisdiccional nuevo, sino una especialización

funcional y orgánica en el orden penal.

De hecho, no se ha reformado el artículo 62 del Reglamento 1/2000

de gobierno de los Tribunales, relativo a las Juntas

sectoriales, de forma que se posibiliten Juntas sectoriales propias de

estos órganos especializados, encontrándose normalmente en minoría

en la aprobación de acuerdos que diriman cuestiones de reparto

especto de los demás órganos con competencia de instrucción, o

donde se aprueben las normas de reparto propias.

En España existen 106 Juzgados exclusivos de Violencia sobre la

Mujer (JVM) que se distribuyen entre determinados Partidos Judiciales

Comunidades Autónomas, no siempre con criterios de carga de

trabajo en asuntos relacionados con la violencia de género.

Página 20

. CLASES DE JUZGADOS DE VIOLENCIA
SOBRE LA MUJER Y SERVICIO DE GUARDIA

sobre la Mujer

propiamente son los órganos judiciales que tienen competencias

exclusivas en un determinado territorio para la instrucción de los

delitos de violencia de género, con competencias accesorias civiles a

os señalado, pudiendo

también dictar sentencias de conformidad en ciertos casos, y enjuiciar

las faltas de violencia de género, conforme a las competencias que les

atribuyó el artículo 87 ter de la LOPJ, introducido por el artículo 44 de

crearon como una nueva clase de Juzgados del orden penal, pero

no constituyen un orden jurisdiccional nuevo, sino una especialización

artículo 62 del Reglamento 1/2000

de gobierno de los Tribunales, relativo a las Juntas

propias de

estos órganos especializados, encontrándose normalmente en minoría

en la aprobación de acuerdos que diriman cuestiones de reparto

especto de los demás órganos con competencia de instrucción, o

Violencia sobre la

Mujer (JVM) que se distribuyen entre determinados Partidos Judiciales

, no siempre con criterios de carga de
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Por ejemplo, la Comunidad de Madrid es la región que cuenta

con más Juzgados de Violencia de Género en España, con un

total de 23 juzgados, once de ellos pertenecientes al partido judicial de

Madrid. En el resto de la región hay 12 Juzgados de este tipo en las

localidades de Alcalá de Henares, Arganda del Rey, Fuenlabrada,

Getafe, Móstoles, Parla, Leganés, Collado-Villalba, Coslada, Torrejón

de Ardoz, Alcobendas y Alcorcón.

En el Partido Judicial de Madrid existe además una Sección de

Fiscalía de Violencia sobre la Mujer, que se encuentra totalmente

especializada en la materia, pues su Delegada y los veintidós Fiscales

atienden con exclusividad los once Juzgados de Violencia sobre la

Mujer de la capital, los cinco Juzgados de lo Penal especializados en

Violencia sobre la Mujer (además de otros 3 Juzgados de lo Penal bis

en esta especialidad, que también son atendidos por los Fiscales de la

Sección) y, atienden también las Secciones nº 26 y 27 de la Audiencia

Provincial, que son las que están especializadas en esta Comunidad

Autónoma de la violencia de género. También asumen el despacho de

las Ejecutorias de dichas Secciones y las del Juzgado de lo Penal nº

32 de Madrid, especializado en la ejecución de las sentencias dictadas

por los Juzgados de lo Penal, en materia de Violencia de Género.

Pero a la entrada en vigor de la LO 1/2004 la planta era mucho menor,

y fue establecida pensando en que no prestarían servicios de guardia,

de ahí, que se introdujera por la LO 1/2004 en la Ley de

Enjuiciamiento Criminal el artículo 797bis respecto de los juicios

rápidos, y se hicieran otras reformas relativas a los juicios de faltas

inmediatos en los artículos 54 y 56 de la LO 1/20044.

4
El artículo 54 de la LO 1/2004, introduce especialidades en cuanto a los juicios

rápidos, mediante un nuevo artículo 797 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal
con el contenido siguiente:

«1. En el supuesto de que la competencia corresponda al Juzgado de Violencia
sobre la Mujer, las diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores
deberán ser practicadas y adoptadas durante las horas de audiencia.
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Actualmente en los Partidos Judiciales con cuatro o más JVM

exclusivos, que actualmente son Barcelona, Madrid, Sevilla y

Valencia, en virtud del acuerdo reglamentario del Pleno del Consejo

General del Poder Judicial –PCGPJ- de 17 de julio de 2008, existe un

servicio de guardia de violencia de género, de 9 a 21 horas, todos los

días, y en turnos de tres días seguidos para cada juzgado, para la

regularización de la situación personal de quienes sean detenidos por

su participación en delitos cuya instrucción sea competencia del

Juzgado de Violencia sobre la Mujer, y para la resolución de las

solicitudes de adopción de las órdenes de protección de las víctimas

de violencia de género, o para la celebración de juicios rápidos en

materia de violencia de género (artículo 62 bis del Reglamento 1/2005

de aspectos accesorios de las actuaciones judiciales del Pleno del

Consejo General del Poder Judicial).

2. La Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere el artículo 796,
ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, en el día hábil más próximo, entre
aquéllos que se fijen reglamentariamente.

No obstante el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a disposición del Juzgado
de Instrucción de Guardia, a los solos efectos de regularizar su situación personal,
cuando no sea posible la presentación ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer
que resulte competente.

3. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día
y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre
la Mujer. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los
Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.»

Es decir, los JVM podrán celebrar juicios rápidos sin sujeción a los plazos de
duración del servicio de guardia del Partido Judicial, independientemente de que si
son compatibles, como Juzgados de Instrucción deban someterse en todos los
demás asuntos al artículo 799.1 de la LECR, que señala que las diligencias y
resoluciones de los procedimientos de enjuiciamiento urgente deberán ser
practicadas y adoptadas durante el servicio de guardia del Juzgado de Instrucción

En el artículo 56 regula las especialidades en materia de faltas, se adiciona un
nuevo apartado 5 al artículo 962 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el
contenido siguiente: «5. En el supuesto de que la competencia para conocer
corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, la Policía Judicial habrá de
realizar las citaciones a que se refiere este artículo ante dicho Juzgado en el día
hábil más próximo. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía
Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado
de Violencia sobre la Mujer. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.»
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El sostenimiento en paralelo de dos clases de guardias en

Madrid, Barcelona, Sevilla y Valencia (la de Juzgados de Instrucción

ordinarios, y la de JVM), sobre el mismo tipo de delitos,

distinguiéndolas solamente por razones del sujeto pasivo y de su

relación de afectividad con el inculpado, y en su caso, por el elemento

intencional de la acción, es la primera vez que se ha implantado en

nuestra organización judicial, y está dando lugar a serios problemas

competenciales y de seguridad jurídica.

Así por ejemplo, si en la denuncia de una víctima ante la policía ésta

afirma que su esposo tiene un arma de fuego en la vivienda, e indicios

de que es cierto, y ella se presenta como víctima de violencia de

género amenazada por el arma, ¿ante qué juzgado de guardia debe

solicitar una entrada y registro la policía? Si existen indicios de muerte

violenta, y de que pudo ser el marido, ¿qué juzgado de guardia es el

competente para el levantamiento del cadáver?

En la determinación del juzgado competente se tendrá en cuenta en

primer lugar las normas de reparto de ese Partido Judicial aprobadas

por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la

Comunidad Autónoma (artículos 152 y 167 LOPJ), pues como señala

el artículo 68.2 de la LECV, en relación con el artículo 4 de la misma

Ley procesal civil, los Secretarios judiciales no permitirán que se curse

ningún asunto sujeto a reparto si no constare en él la diligencia

correspondiente. Y el artículo 42.2 del Reglamento 1/2005, de los

Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judiciales del Pleno del

Consejo General del Poder judicial establece que en cada

circunscripción judicial, las normas generales de reparto

determinarán el órgano judicial al que habrá de corresponder el

conocimiento de los asuntos que ingresen a través del servicio

de guardia.
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En algunos casos también debe tenerse en cuenta los

Protocolos de actuación respecto de determinados delitos, y

especialmente el Protocolo de Actuación Policial y Coordinación con

los órganos judiciales, que es la lex artis de la actuación policial en

materia de violencia de género, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 31.3 de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, y fue aprobado por

la Comisión Técnica de la Comisión Nacional de Coordinación de la

Policía Judicial el 28 de junio de 2005, tras haberse adaptado el

anterior Protocolo a las modificaciones de la LO 1/2004, de Medidas

de Protección Integral contra la Violencia de Género. Y el Protocolo

para la implantación de la orden de protección de las víctimas de la

violencia doméstica.

Por ejemplo, en el Partido Judicial de Madrid capital, se aclara la

competencia para las primeras intervenciones por el servicio de

guardia de violencia de género en delitos de violación, con la firma el

16 de julio de 2013 de una adenda al Protocolo de actuación respecto

de delitos de agresiones sexuales de 2010, que señala que: “En los

supuestos de agresiones sexuales en los que el denunciado

fuere el esposo u hombre que esté o hubiese estado unido por

análoga relación de afectividad con la denunciante, tras

formalizarse la denuncia escrita, u ocasionalmente verbal, se

conducirá a la víctima al Hospital La Paz para ser reconocida por

un ginecólogo de guardia y el forense de guardia del Juzgado de

Violencia sobre la Mujer siempre y cuando la notificación de la

denuncia se produjera entre las 9.00 y las 21.00 horas. Fuera de

ese horario, el aviso se dará al Juzgado de Guardia de Diligencias

quien lo notificará al Forense de guardia de diligencias.

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, fijarán un turno para

estos casos, según sus propias normas de reparto.”

La distribución en las guardias ordinarias y de violencia de género que

existen en paralelo en Barcelona, Madrid, Sevilla, y Valencia, respecto

de la competencia en este tipo de delitos contra la libertad e
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indemnidad sexual es más clara, pues se trata de un delito

semipúblico (artículo 191 del CP), en el que la denunciante

normalmente indica quien la ha violado en su denuncia.

El problema competencial se puede producir también en estos casos

de delitos contra la libertad sexual, respecto de las diligencias a

prevención de carácter urgente, que hubiera que efectuar antes de la

denuncia, en fundamento del artículo 278.2 de la LECR.

Todos estos Protocolos de actuación y sus criterios para la

presentación del atestado, pueden ser consultados en

http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia-domestica-y-de-

genero/Guias-y-Protocolos-de-actuacion/Protocolos

Tampoco en otras actuaciones urgentes frente a indicios de violencia

está clara la competencia entre el Juzgado de Guardia ordinario y el

de violencia de género, y en todo caso, no existe un Juzgado de

diligencias urgentes de asuntos de violencia de género, y por lo tanto,

actualmente en la mayoría de los casos, sobre todo por la mañana, se

produce una imposibilidad material de que el juez de guardia de

violencia del artículo 62 bis del Reglamento 1/2005 del Pleno del

Consejo General del Poder Judicial –PCGPJ-, y el Secretario o

médico Forense que prestan su servicio en dicha guardia, la

abandonen para la práctica de una diligencia de instrucción, como una

entrada y registro, o un levantamiento de cadáver.

Por otra parte, en las primeras diligencias iniciales de investigación no

hay por qué presuponer que se trata de un delito de violencia de

género, pues la tutela judicial en materia de violencia de género es un

sistema agravado penal, y en este estado de la investigación, a veces

sin la declaración de la ofendida, y teniendo en cuenta la presunción

de inocencia del posible autor, y el principio de no interpretar en contra

del reo, parece que lo procedente es que las primeras actuaciones las

realice el Juzgado de instrucción ordinario de guardia, sin perjuicio de
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que determinada por indicios objetivos la posible existencia

de un hecho de violencia de género, y practicadas las diligencias

perentorias de guardia, pueda el juzgado de instrucción ordinario que

intervino inhibirse a favor de los juzgados con competencia en materia

de violencia de género.

2/. JVM compatibles: son Juzgados de Instrucción o de Primera

Instancia e Instrucción, en Partidos Judiciales donde por la carga de

asuntos de violencia de género no era preciso la creación o

transformación de un Juzgado con competencias ordinarias a un JVM

exclusivo.

Es decir, es un juzgado que tienen todas las competencias propias del

orden jurisdiccional al que sirven, pero que por norma de reparto, en

función de su carga judicial, se le exime en reparto de determinados

asuntos para que puedan atender en exclusiva los asuntos de

violencia de género de ese Partido Judicial, junto con el resto de los

correspondientes asuntos de la jurisdicción penal o civil, según la

naturaleza del órgano en cuestión, que no le fueron eximidos del

reparto (exposición de motivos, arts. 50 y 52 y disposición adicional

10ª LO 1/2004).

Además de los Juzgados con competencia exclusiva, el número de

Juzgados de Primera Instancia e Instrucción con competencia

compatible en Violencia de Género en la Comunidad Autónoma de

Madrid es de ocho, en los Partidos Judiciales de Aranjuez, Colmenar

Viejo, Majadahonda, Navalcarnero, Pozuelo de Alarcón, San Lorenzo

de El Escorial, Torrelaguna y Valdemoro.

En cuanto a los JVM compatibles, su guardia será la propia de un

Juzgado de Instrucción ordinario o Mixto, pero a los que se les ha

excluido del reparto unos determinados asuntos.
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El contenido del servicio de guardia se establece en el

artículo 42.1 del Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios

de las actuaciones judiciales: la recepción e incoación, en su caso, de

los procesos correspondientes a los atestados, denuncias y querellas

que se presenten durante el tiempo de guardia, la realización de las

primeras diligencias de instrucción criminal que resulten procedentes,

entre ellas las medidas cautelares de protección a la víctima, la

adopción de las resoluciones oportunas acerca de la situación

personal de quienes sean conducidos como detenidos a presencia

judicial, la celebración de los juicios inmediatos de faltas previstos en

la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la tramitación de diligencias

urgentes y de otras actuaciones que el Título III del Libro IV de la Ley

de Enjuiciamiento Criminal atribuye al Juez de guardia. Y, asimismo,

la práctica de cualesquiera otras actuaciones de carácter urgente o

inaplazable de entre las que la Ley atribuye a los Juzgados de

Instrucción y a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

Fuera de los días hábiles y horas de audiencia, y por lo tanto, también

fuera de la guardia de violencia de género en los Partidos judiciales

donde exista, los JVM serán sustituidos por los Juzgados de

Instrucción o de Primera Instancia e Instrucción, a los solos

efectos de la legalización de los presentados como detenidos en el

servicio de guardia ordinario, y resolución de las órdenes de

protección o adopción de cualquier medida cautelar perentoria

(artículos 211 de la LOPJ, y artículos 13 y 797 bis de la LECr)

Por ello, el artículo 42.4 del Reglamento 1/2005, en la redacción dada

por Acuerdo del Pleno de 17 de julio de 2008 (BOE nº 182 de 29-7-

2008), señala que:

“Salvo en aquellas demarcaciones donde exista servicio de guardia de

Juzgados de Violencia sobre la Mujer, también será objeto del servicio

de guardia de los Juzgados de Instrucción o de Primera Instancia e

Instrucción la regularización de la situación personal de quienes sean
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detenidos por su presunta participación en delitos

instrucción sea competencia de los Juzgados de Violencia sobre

la Mujer y la resolución de las solicitudes de adopción de las órdenes

de protección de las víctimas de los mismos, siempre que dichas

solicitudes se presenten y los detenidos sean puesto

judicial fuera de las horas de audiencia de dichos Juzgados. A estos

efectos, el Juez de Instrucción que atienda el servicio de guardia

actuará en sustitución del correspondiente Juez de Violencia sobre la

Mujer. Adoptada la decisión que pr

funciones de guardia remitirá lo actuado al órgano competente y

pondrá a su disposición, en su caso, al imputado.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando

la intervención judicial haya de

en que preste servicio de guardia el Juzgado de Violencia sobre la

Mujer allí donde esté establecido.”

IV. DERECHOS DE LA VÍCTIMA DE
VIOLENCIA DE GÉNERO EN EL
PROCEDIMIENTO PENAL

Víctima es toda persona física

directamente un perjuicio por una infracción penal.

Las víctimas pueden ser calificadas como

directamente se ataca un derecho o bien jurídico que la Constitución

Española reconoce, y la ley protege (como la libertad o la integr

corporal o moral); o

personales, materiales o morales, por la infracción penal cometida.

Cabe que una víctima sea a la vez ofendida y perjudicada por el delito.

Y asimismo, puede haber víctimas que son p

ofendidas.
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corporal o moral); o perjudicadas por el delito, cuando sufren daños
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Por esta razón el artículo 113 del Código Penal establece

que la indemnización de perjuicios materiales y morales

comprenderá no sólo los que se hubieren causado a la mujer

agraviada, sino también los que se hubieren irrogado a sus familiares

o a terceros.

Tal y como actualmente está regulado, ofendida por violencia de

género solamente puede serlo una mujer, y el sujeto activo del delito

de violencia de género siempre lo es un hombre. Por esta razón, la

violencia de género, en el ámbito de aplicación subjetivo de la Ley

Orgánica 1/2004, se dice que es heterosexual.

Los delitos de violencia de género tipificados en el Código Penal

español suelen ser públicos, es decir, sobre los que cabe que el

Ministerio Fiscal ejerza acción penal aunque la víctima no lo desee, y

que se condene por ellos. Aunque existen excepciones como es el

caso de las agresiones y abusos sexuales, que son semipúblicos

(artículo 191 del Código Penal), por que se requiere denuncia de las

víctimas como requisito de perseguibilidad.

Las faltas normales de violencia de género son las vejaciones de

carácter leve, y estas son públicas, y las faltas de injurias también de

carácter leve, que son semiprivadas (artículos 620.2º y 630 del Código

Penal), es decir, que denunciadas son perseguibles por el Ministerio

Fiscal y cabe la condena por ellas aunque no acuse la víctima, pero

respecto de estas últimas el perdón del ofendido extingue la

responsabilidad criminal (artículo 639 del CP).

Todas las personas que presencien cualquier delito público deben

denunciarlo (artículo 259 de la LECr). Los médicos deben hacerlo

cuando tengan sospecha fundada o constatación de daños físicos o

psíquicos en las víctimas por violencia de género a través del Parte

Judicial previsto al efecto en el Protocolo para la Actuación Sanitaria
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ante la Violencia de Género del año 2007, del Ministerio de

Sanidad (artículo 262 de la LECR).

Sin embargo, determinadas personas por razones de parentesco o de

secreto profesional no están obligadas a denunciar, ni a declarar como

testigos en contra de dicho pariente o persona que hayan acudido a

ellos por razones profesionales.

La Constitución Española proclama, en su artículo 24.2, que "La ley

regulará los casos en que por razón de parentesco o de secreto

profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos

presuntamente delictivos."

El artículo 416.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece

que están dispensados de la obligación de declarar: “Los parientes del

procesado en líneas directa ascendente y descendente, su cónyuge o

persona unida por relación de hecho análoga a la matrimonial, sus

hermanos consanguíneos o uterinos y los colaterales consanguíneos

hasta el segundo grado civil, así como los parientes a que se refiere el

número 3 del artículo 261”.

El artículo 707 de la LECR señala que “todos los testigos que no se

hallen privados del uso de su razón están obligados a declarar lo que

supieren sobre lo que les fuere preguntado, con excepción de las

personas expresadas en los artículos 416, 417 y 418, en sus

respectivos casos”.

En interpretación del artículo 416.1 de la LECR, en cuanto a su

extensión subjetiva y momento, debe existir la relación matrimonial o

de pareja con el imputado o acusado, para que la testigo y ofendida

pueda acogerse a la dispensa a no declarar, de ahí que la Sala

Segunda del Tribunal Supremo, en Pleno de 24 de abril de dos mil

trece, estableció como Acuerdo interpretativo no jurisdiccional

que:
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“La exención de la obligación de declarar prevista en el art.

416.1 LECRIM alcanza a las personas que están o han estado

unidas por alguno de los vínculos a que se refiere el precepto. Se

exceptúan:

a) La declaración por hechos acaecidos con posterioridad a la

disolución del matrimonio o cese definitivo de la situación análoga de

afecto.

b) Supuestos en que el testigo esté personado como acusación en el

proceso”.

Por lo tanto, si la ofendida y testigo por violencia de género mantenía

relación matrimonial o relación afectiva análoga con el imputado o

inculpado en el momento de los hechos, y no está personada como

acusación particular, puede en cualquier fase procesal acogerse a la

dispensa a no declarar, sin que sea necesaria la convivencia entre la

posible víctima y el inculpado o imputado en el momento de la

diligencia o del juicio oral, así como tampoco tiene obligación de

denunciar.

La STS de 5 de marzo de 2010 (ROJ STS 797/2010), y las que ésta

cita, recuerda la obligatoriedad de advertir a la víctima de la dispensa

a declarar respecto de su pareja en sede policial y en sede judicial

(artículo 416.1º de la LECR), y en todas las fases del proceso-

instrucción y plenario-, y la nulidad de la declaración prestada sin la

observancia de dicha obligación, con la consiguiente imposibilidad de

su valoración por el juzgador.

En el momento de presentar la denuncia en su caso, o en su primera

comparecencia en el Juzgado, la víctima debe ser informada de su

derecho a mostrarse parte en el procedimiento penal. El ejercicio de

este derecho, supone la intervención activa de la mujer víctima de

violencia de género en el procedimiento judicial que se tramita tras su

denuncia, es decir, puede solicitar diligencias de instrucción y ejercitar
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acción penal contra el imputado, independiente de la del

Ministerio Fiscal y, en su caso, acción civil conjuntamente.

Todo ello debe realizarse a través de su personación en las

actuaciones penales como “acusación particular”, en la forma y con

los requisitos que establece la ley procesal penal, concretando la

acción penal que se ejercita, y si junto a ella también ejercita o no

acción civil (restitución, reparación del daño o indemnización por el

perjuicio causado con el delito o falta), o se reserva la misma para

ejercitarla ante los juzgados de otro orden jurisdiccional; para ello

debe nombrar un abogado/a en defensa de sus intereses y un

procurador/a para su representación. Si la víctima quiere personarse

en el procedimiento como acusación particular, debe hacerlo antes del

trámite de calificación.

Por tanto, la simple denuncia la ofendida no le otorga el derecho de

ser parte en el proceso penal. La víctima como ofendida, para ser

parte se tiene que constituir como tal, ejercitando la acción penal

contra el autor de un delito de violencia de género desde un inicio,

formulando la correspondiente querella, que deberá tener los

requisitos del artículo 277 Y 761 de la LECR en el procedimiento

abreviado, con una relación circunstanciada del hecho o hechos por la

que se formula, con expresión del lugar, año, mes, día y hora en que

se ejecutó, si se supieren, y su firma y la de su Letrado mientras se la

designa Procurador de oficio en su caso.

El Ministerio Fiscal en el procedimiento penal por delitos públicos o

semipúblicos en los que se interpuso denuncia, debe en todo caso

promover la acción de la justicia ejercitando la acción penal y civil,

aunque haya un acusador particular en el proceso.

Salvo en el caso de la acción civil, que el perjudicado renuncie

expresamente a ser indemnizado o se reserve su acción para otro

procedimiento ante la jurisdicción civil o contencioso-administrativa en
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su caso. Asimismo, el Ministerio Fiscal no formulará la

acusación si entiende que los hechos no son constitutivos de

delito o falta, o que el imputado no es responsable criminalmente, o no

existen pruebas incriminatorias suficientes.

En cualquier caso conforme a la Directiva del Parlamento Europeo y

del Consejo 2012/29/UE, de 25 de octubre, que establece las normas

mínimas de protección de las víctimas de delitos, el primer derecho

que tienen las víctimas de violencia de género es a su protección

durante el procedimiento penal, con una evaluación individual sobre

sus necesidades de protección, en proporción a la naturaleza del

delito, su gravedad, los perjuicios causados a la víctima y el riesgo de

reiteración de la violencia sufrida.

En España la Policía en las actuaciones preprocesales lleva a cabo

una evaluación policial del riesgo, con arreglo a la cuál implementa las

primeras medidas policiales de protección, según el Protocolo

aprobado por la Instrucción del Secretario de Estado de

Seguridad 10/2007, y modificada por la Instrucción 5/2008 de la

misma Secretaría de Estado de Seguridad, que depende del

Ministerio del Interior, debiendo recogerse en el atestado no sólo las

circunstancias que el policía actuante de seguridad hubiera

observado, de forma individualizada y firmada, realizando si es posible

una minuciosa inspección ocular fotografiada del lugar de los hechos,

y tomando sin dilación declaración individualizada y firmada de los

testigos de los mismos, y a la propia ofendida, que en su caso será

examinada por los servicios médicos para objetivar sus lesiones o

secuelas.

Con las primeras actuaciones policiales, con la ayuda de la base

informática llamada Sistema de Seguimiento Integral de los Casos

de Violencia de Género (VIOGEN), y la utilización del formulario de

valoración normalizado, el agente policial instructor debe realizar una

primera valoración policial del riesgo (VPR), que puede dar como

resultado que sea calificado como: “no apreciado”, bajo”, “medio”,
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“alto”, y “extremo”, debiendo la Policía adoptar las

medidas de protección previstas en el Protocolo de

evaluación del riesgo.

Se reconoce a las víctimas durante todo el proceso un derecho

reforzado de información, que se garantiza a través de las oficinas

de información a las víctimas, por su abogado, y por la información

que debe prestarle la propia Policía al hacerle el ofrecimiento de

acciones previsto en el artículo 771.1ª de la LECR, y en su defecto en

sede judicial por la información que debe prestar el propio Secretario

Judicial (776 LECR), y a través del Ministerio Fiscal, conforme prevé la

Instrucción 8/2005 de la Fiscalía General del Estado.

También tiene derecho la víctima a que se la informe sobre la

situación procesal del imputado, y en particular en su caso de la

situación penitenciaria ( 544 ter.9 LECR), del sobreseimiento de la

causa si se da por no ser constitutivos de infracción penal los hechos

o no resultar suficientemente justificada su perpetración (779.1.1ª, y

en su caso 782.2a y 800.5 LECR), de la fecha y lugar del juicio (

785.3 LECR), y de la sentencia que se dicte ( 789.4 y 792.4 LECR).

El Secretario Judicial es el responsable de que se lleve a efecto este

derecho de información durante el proceso a la víctima.

Hay que señalar también que en nuestro sistema penal español se

permite el ejercicio conjunto de la acción civil con la acción penal, que

es el sistema contemplado en primer lugar en el artículo 16 de la

referida Directiva 2012/29/UE, de 25 de octubre de 2012, por la que

se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la

protección de las víctimas de delitos, al establecer que:

“1. Los Estados miembros garantizarán que, en el curso del proceso

penal, las víctimas tengan derecho a obtener una decisión sobre la

indemnización por parte del infractor, en un plazo razonable, excepto

cuando el Derecho nacional estipule que dicha decisión se adopte en



JVM INSTRUMENTOS DE PROTECCION Página 35

otro procedimiento judicial. 2. Los Estados miembros

promoverán medidas para que el autor de la infracción indemnice

a la víctima adecuadamente” (DOUE 12.11.12).

La acción civil no pierde su naturaleza dispositiva por su ejercicio

conjunto con la penal, y por ello es renunciable por el perjudicado, al

que se le hace ofrecimiento de acciones por el Sr. Secretario de su

derecho a reclamar la restitución, la reparación del daño o la

indemnización de los perjuicios que el delito le haya causado, en los

términos de los artículos 109, 110, 771 y 775 de la Ley de

Enjuiciamiento Criminal –LECR-.

Salvo renuncia o reserva por la perjudicada respecto de la acción civil

“ex delicto” que puede interponer, el Ministerio Fiscal también la

ejercitará conjuntamente con la penal (artículo 105 y 112 de la LECR).

Esta posibilidad de ejercicio conjunto de ambas acciones se facilita en

España respecto de la violencia de género, al reconocerse a las

víctimas de manera excepcional el beneficio de justicia gratuita, que

conlleva el nombramiento de abogado y procurador, por la simple

formulación de la denuncia o querella, o bien porque se inicie un

procedimiento penal por delito competencia de los Juzgados de

Violencia sobre la Mujer –JVM-. Este beneficio las posibles ofendidas

lo mantienen mientras permanezca en vigor el procedimiento penal o

cuando, tras su finalización, se hubiere dictado sentencia

condenatoria.

El beneficio de justifica gratuita reconocido en los citados supuestos

supone la exención del pago de tasas judiciales respecto de la acción

civil ejercitada, conforme a la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, y sólo

se perderá si se dicta sentencia absolutoria firme o archivo firme del

procedimiento penal, sin que exista la obligación de abonar el coste de

las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta ese momento
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(artículo 2 g de la Ley 1

jurídica gratuita).

Por último señalar que está en trámite parlamentario e

una Ley del Estatuto de la Víctima del Delito, trasladando al

ordenamiento interno la anterior Directiva 2012/29/UE, que sustituye

la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo.

El proyectado Estatuto de la Víctima del Delito

catálogo general de derechos procesales y extraprocesales para todas

las víctimas directas e indirectas del delito en general, si bien con

ciertas especialidades para

menores y víctimas de violencia de género

Doy por finalizado el presente trabajo, que espero haya sido de

utilidad para el lector, y si quiere mandar un comentario

al mismo, puede hacerlo a
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(artículo 2 g de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia

Por último señalar que está en trámite parlamentario el proyecto

una Ley del Estatuto de la Víctima del Delito, trasladando al

ordenamiento interno la anterior Directiva 2012/29/UE, que sustituye

la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo.

Estatuto de la Víctima del Delito pretende

catálogo general de derechos procesales y extraprocesales para todas

las víctimas directas e indirectas del delito en general, si bien con

tas especialidades para ciertos colectivos de víctimas como

menores y víctimas de violencia de género.

Doy por finalizado el presente trabajo, que espero haya sido de

utilidad para el lector, y si quiere mandar un comentario o aportación

acerlo a justiciahispana@gmail.com
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/1996, de 10 de enero, de asistencia

l proyecto DE

una Ley del Estatuto de la Víctima del Delito, trasladando al

ordenamiento interno la anterior Directiva 2012/29/UE, que sustituye a

pretende ser un

catálogo general de derechos procesales y extraprocesales para todas

las víctimas directas e indirectas del delito en general, si bien con

ciertos colectivos de víctimas como

Doy por finalizado el presente trabajo, que espero haya sido de

o aportación


